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DENUNCIANTE: FRANCISCO ARTURO FEDERICO ÁVILA ANAYA, CANDIDATO DE LA COALICIÓN “JUNTOS HAREMOS HISTORIA EN AGUASCALIENTES” A LA PRESIDENCIA MUNICIPAL DE AGUASCALIENTES.
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SECRETARIO DE ESTUDIO[footnoteRef:1]: EDGAR ALEJANDRO LÓPEZ DÁVILA. [1:  Encargado de despacho de la secretaría de estudio de la ponencia II.] 


Aguascalientes, Aguascalientes, a 25 de mayo de 2021.

[bookmark: _1fob9te]Sentencia del Tribunal electoral que declara la existencia de la infracción de calumnia, atribuida a Gabriel Arellano Espinosa, candidato del partido Movimiento Ciudadano a la Presidencia Municipal de Aguascalientes, porque este Tribunal considera que del análisis contextual de la expresión denunciada, se advierte que atribuyó de forma directa a Francisco Arturo Federico Ávila Anaya, candidato a la Presidencia Municipal de Aguascalientes por la coalición “Juntos Haremos Historia en Aguascalientes”, la supuesta responsabilidad por la comisión del delito de trata de personas, con el propósito de provocar un daño en sus derechos a la honra y dignidad, en relación con su imagen frente al electorado. 
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Glosario
	Denunciados:
Denunciante: 


Código Electoral:
PES:
Instituto local:
	Gabriel Arellano Espinosa y el partido Movimiento Ciudadano.
Francisco Arturo Federico Ávila Anaya, candidato de la coalición “Juntos Haremos Historia en Aguascalientes” a la Presidencia Municipal de Aguascalientes.
Código Electoral del Estado de Aguascalientes.
Procedimiento Especial Sancionador.
Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.

	LGIPE: 
Movimiento Ciudadano:
	Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.
Partido Político Movimiento Ciudadano en Aguascalientes.

	Constitución Federal:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


I. Antecedentes del caso[footnoteRef:2] [2:  Los hechos sucedieron en el año dos mil veintiuno, salvo precisión distinta.] 


1. [bookmark: _3znysh7]PEL (2020-2021). El 3 de noviembre de 2020, inició el proceso electoral para renovar los Ayuntamientos y Diputaciones del Estado de Aguascalientes.[footnoteRef:3]  [3:  Precampaña: Del dos al treinta y uno de enero de dos mil veintiuno; Campaña: Del diecinueve de abril al dos de junio de dos mil veintiuno; Veda Electoral: Tres días antes de la Jornada Electoral; Jornada Electoral: El día seis de junio de dos mil veintiuno.] 


2. Denuncia. El 3 de mayo, Francisco Arturo Federico Ávila Anaya, candidato de la coalición “Juntos Haremos Historia en Aguascalientes” presentó una queja ante el Instituto local, en contra de Gabriel Arellano Espinosa, candidato del partido Movimiento Ciudadano a la Presidencia Municipal de Aguascalientes, por supuestos actos que constituyen calumnia.

3. Admisión. El 4 siguiente, el Secretario Ejecutivo radicó y admitió a trámite la denuncia y le asignó el número de expediente IEE/PES/033/2021.

4. Medidas cautelares. El 6 de mayo, la Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto local, declaró procedentes las medidas cautelares solicitadas, al considerar que el video denunciado contenía expresiones que no estaban amparadas por la maximización de la libertad de expresión en el discurso político.

5. Audiencia de alegatos y remisión del expediente. El 8 siguiente, se celebró la audiencia de pruebas y alegatos. Posteriormente, el Secretario Ejecutivo ordenó realizar el informe circunstanciado y remitió el expediente a este Tribunal. El 9 de mayo, se recibió en la oficialía de partes de este Tribunal el expediente (IEE/PES/033/2021) en cuestión. 

6. Acuerdo plenario de reposición de procedimiento. El 4 de marzo, este Tribunal emitió acuerdo plenario para ordenar la reposición del procedimiento, al considerar que la autoridad administrativa no había admitido y desahogado las pruebas exhibidas por el denunciado, las cuales eran necesarias para garantizar su adecuada defensa.

7. Reposición del procedimiento y cumplimiento del Instituto local. El 17 de mayo, se recibió en este Tribunal el oficio (IEE/SE/2186/2021), en el que el Instituto local remitió los autos del presente expediente.

8.  Formulación del proyecto de resolución. El 24 de mayo, la Magistrada ordenó formular el proyecto de resolución del expediente TEEA-PES-028/2021, al considerar que no existía trámite alguno o diligencia pendiente por realizar.[footnoteRef:4] [4:  Tal como se prevé en el artículo 274, fracción IV, del Código Electoral.] 


II. Competencia. Este Tribunal es competente para resolver el presente procedimiento especial sancionador, porque se denuncia la vulneración al artículo 160, párrafo segundo, del Código Electoral, respecto a propaganda electoral que contiene expresiones que posiblemente constituyen calumnia en perjuicio del denunciante. 
 
III. Personería. La autoridad instructora tuvo por acreditada la personería del denunciante y los denunciados.

IV. Estudio de fondo

1. Hechos denunciados 

1.1. En contra de Gabriel Arellano Espinosa. El candidato Francisco Arturo Federico Ávila Anaya, en su escrito de queja manifiesta lo siguiente:
· El 19 de abril, el candidato denunciado publicó en su fan page de Facebook, un video promocional que contenía expresiones que a su parecer, actualizan la infracción de calumnia en su perjuicio.
· A su vez, manifiesta que las expresiones realizadas en el promocional denunciado no son espontáneas, pues a su parecer son dolosas, morbosas y maliciosas, teniendo como finalidad dañar su integridad.

El video denunciado, se encuentra alojado en la red social Facebook[footnoteRef:5]: [5:  https://www.facebook.com/gabriel.arellanoespinosa/ ] 

	Video denunciado
	Contenido denunciado

	[image: ]
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	Las expresiones que se denuncian son las siguientes:
“MORENA propone un cambio con Arturo Ávila”.
(…)
“¡Que no conoce Aguascalientes!”
(…)
“Y que además participó en la secta NXIVM”.
“Dedicada a la trata de blancas.”
(…)
“Y que marcaba a las mujeres como ganado”.
(…)
“Aguas no merece no.”
(…)
“Retomemos el rumbo”.



1.2. En contra del partido Movimiento Ciudadano. El denunciante menciona que el partido Movimiento Ciudadano incumplió su deber de cuidar que el candidato postulado no vulnerara la normativa electoral.

2. Defensa de Gabriel Arellano Espinosa y el partido político Movimiento Ciudadano. En su escrito de contestación, básicamente, exponen lo siguiente:
· Las expresiones denunciadas se encuentran amparadas por la maximización de la libertad de expresión en el debate político.
· Tales expresiones únicamente son una crítica severa y molesta.
· En el video denunciado no se le imputan hechos falsos, pues en distintos medios de comunicación circularon varias notas periodísticas en las que el denunciante aceptaba ser parte de la secta NXIVM.

3. Descripción de los medios de prueba. Como se advierte de la audiencia de pruebas y alegatos, a las partes les fueron admitidas y desahogadas las siguientes probanzas:

3.1. Pruebas aportadas por el denunciante:
	#
	Prueba
	Consistente en

	1
	Documental privada
	Copia simple de la credencial para votar con fotografía.

	2
	Documental privada

	Copia simple del nombramiento como candidato al cargo de presidente municipal, emitida por el Instituto local.

	3
	Documental pública 
	Acta de oficialía electoral IEE/OE/112/2021.

	4
	Instrumental de actuaciones
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.

	5
	Presuncional legal y humana
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.



3.2. Pruebas aportadas por los denunciados: 
	#
	Prueba
	Consistente en

	1
	Técnicas
	Tres notas digitales, las cuales se encuentran en los links siguientes: 
*https://www.excelsior.com.mx/nacional/arturo-avila-advirtio-anos-antes-sobre-grupo-nxivm/1441445 
*bbc.com/mundo/noticias-america-latina-48428521 
*https://elpais.com/mexico/2020-10-26/me-dio-mucho-miedo-escuchar-que-me-iban-a-matar-si-iba-a-mexico.html 

	2
	Instrumental de actuaciones
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.

	3
	Presuncional legal y humana
	Todo lo que por su contenido y alcance favorezca a sus intereses.



3.2.1. Pruebas que incumplieron el principio de oportunidad 

El partido denunciado compareció a la audiencia de pruebas y alegatos que ordenó este Tribunal con el propósito de que se tuvieran por ofrecidas y desahogadas las pruebas de la parte denunciante y, a su vez, se emitieran alegatos sobre estas. Lo anterior, al considerar que tales medios probatorios cumplieron con los requisitos previstos en el Código Electoral. 

Asimismo, en la comparecencia la parte denunciada presentó escrito de alegatos en el cual también ofreció algunas pruebas técnicas, específicamente distintas ligas electrónicas, con la intención de justificar la emisión de su expresión. Sin embargo, la autoridad administrativa las tuvo por no presentadas, al estimar que no cumplieron con el requisito de oportunidad. 

De ahí que se advierte que la parte denunciada intentó presentar pruebas supervenientes. Sin embargo, estos medios probatorios son aquellos que se aportan con posterioridad a la presentación de la denuncia dado que el promovente: i) no tenía conocimiento de las mismas; ii) surgieron con motivo de un hecho que les da origen o bien, por existir obstáculos, que no estaban a su alcance a fin de allegarse de tales pruebas. 
 
Al respecto, este Tribunal considera que los medios probatorios en cuestión, no cumplen con los requisitos de supervenientes, ya que el oferente a través de su escrito de alegatos se limitó a hacer mención de la existencia de las ligas, sin agregar mayores argumentos que justificaran que no las ofreció en tiempo, en atención a una cuestión ajena a su voluntad. 

Por tanto, este órgano jurisdiccional estima que fue correcto que la autoridad instructora tuviera por no ofrecidos tales medios probatorios[footnoteRef:6].   [6:  Jurisprudencia 12/2002 de rubro: PRUEBAS SUPERVENIENTES. SU SURGIMIENTO EXTEMPORÁNEO DEBE OBEDECER A CAUSAS AJENAS A LA VOLUNTAD DEL OFERENTE.] 


3.3. Valoración de pruebas. Las pruebas antes descritas, se valoran conforme a al Código Electoral. [footnoteRef:7] [7:  - Documental privada: De acuerdo con el artículo 256, tercer párrafo, del Código Electoral; Las documentales privadas, técnicas, periciales, e instrumental de actuaciones, así como aquellas en las que un fedatario haga constar las declaraciones de alguna persona debidamente identificada, sólo harán prueba plena cuando a juicio del órgano competente para resolver, generen convicción sobre la veracidad de los hechos alegados, al concatenarse con los demás elementos que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guardan entre sí.
-  Documental pública: De conformidad con el artículo 256, segundo párrafo del Código Electoral; Las documentales públicas tendrán valor probatorio pleno, salvo prueba en contrario respecto de su autenticidad o de la veracidad de los hechos a que se refieran.
- Presuncional e instrumental de actuaciones: En relación con las pruebas ofrecidas como presuncional e instrumental de actuaciones, vale decir que las que se actualicen pueden ser apreciadas por esta instancia, con independencia de que sean o no ofrecidas por las partes, conforme a lo dispuesto por el artículo 255, fracciones V y VI, del Código Electoral.
] 


4. Hechos acreditados. Los hechos relacionados con la controversia que han quedado acreditados, conforme a la relación de las pruebas, son los siguientes:

· La calidad de Gabriel Arellano Espinosa, como candidato del partido Movimiento Ciudadano a la Presidencia Municipal de Aguascalientes, para el actual proceso electoral.
·  La existencia del video promocional denunciado.
· La existencia de las expresiones denunciadas.

V. Análisis de fondo

· Planteamiento de la controversia. De conformidad con lo expuesto, este Tribunal considera que la controversia a definir consiste en determinar lo siguiente: 
i) ¿Si las expresiones realizadas por Gabriel Arellano Espinoza en el video promocional publicado en su fan page, actualizan la infracción de calumnia en perjuicio del candidato denunciante?

Aparatado I. Decisión. Este Tribunal considera: a) que se acredita la infracción consistente en calumnia, atribuida a Gabriel Arellano Espinosa, candidato a la Presidencia Municipal de Aguascalientes, por el partido MC, porque las expresiones denunciadas rebasaron el límite a la libertad de expresión, al atribuirle directamente al denunciante el delito de trata de personas, sin que se advierta que sus manifestaciones se encontraban suficientemente sustentadas y, b) se acredita la culpa in vigilando atribuida al partido Movimiento Ciudadano, por incumplir su deber de garantizar que las actividades realizadas por sus candidatos cumplan con las reglas previstas en el marco normativo vigente.  

Aparatado II. Desarrollo y justificación de la decisión 

1. Marco normativo de calumnia.

El artículo 6, de la Constitución Federal[footnoteRef:8] establece que los supuestos en los cuales la libertad de expresión se encuentra limitada, son los siguientes: a) cuando se ataque a la moral, a la vida privada y los derechos de terceros, b) cuando se provoque algún delito y/o, c) se perturbe el orden público. [8:  Artículo 6. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.] 


De ahí que las limitaciones a la libertad de expresión tienen como finalidad: i) el respeto a los derechos y reputación de los demás y, ii) la protección a la seguridad nacional y el orden público.

A su vez, el articulo 41, Base II, apartado C[footnoteRef:9] del mismo ordenamiento, establece que los partidos políticos y candidatos deben de abstenerse de difundir propaganda que calumnie a las personas o que cometan alguna infracción electoral.  [9:  Apartado C. En la propaganda política o electoral que difundan los partidos y candidatos deberán abstenerse de expresiones que calumnien a las personas] 


Por otro lado, el artículo 471, segundo párrafo, de la LGIPE[footnoteRef:10] establece que la calumnia es la imputación de hechos o delitos falsos por parte de partidos políticos o candidatos, con impacto en un proceso electoral. [10:  Artículo 471. Los procedimientos relacionados con la difusión de propaganda que se considere calumniosa sólo podrán iniciarse a instancia de parte afectada. Se entenderá por calumnia la imputación de hechos o delitos falsos con impacto en un proceso electoral.] 


En tal sentido, la SCJN[footnoteRef:11] estableció que para poder acreditar la calumnia es necesario que se cumplan dos elementos, estos son: a) el objetivo, es decir, que exista una imputación de hechos o delitos falsos y, b) el elemento subjetivo, que implica que quien realiza la imputación sepa que los hechos y delitos son falsos. [11:  Véase la resolución de la Acción de Inconstitucionalidad 64/2015 y sus acumuladas 65/2015, 66/2015, 68/2015 y 70/2015 (Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Sinaloa). Véase la resolución de la Acción de Inconstitucionalidad 129/2015 y sus acumuladas 130/2015, 131/2015, 132/2015, 133/2015 y 137/2015 (Ley Electoral del estado de Quintana Roo.] 


Por su parte, la Sala Superior estableció dos elementos adicionales para poder acreditar tal infracción y, en su caso, sancionar la calumnia. Estos son: i) que las expresiones tengan un impacto en el proceso electoral y; ii) que las expresiones se hubiesen realizado de forma maliciosa. Asimismo, sostuvo que al establecer las expresiones que presuntamente constituyen calumnia no solo deben ser analizadas por su contenido, sino también en su contexto.[footnoteRef:12] [12:  Véase la sentencia SUP-REP-042/2018.] 


De lo anterior, podemos concluir que la restricción a la libertad de expresión en el ámbito electoral, es constitucional. Pues dicha restricción no limita la libre circulación de crítica, ya que incluso permite expresiones severas, vehementes, molestas o perturbadoras.

2. Marco normativo de la libertad de expresión en las redes sociales.

Las redes sociales constituyen una herramienta útil para general la comunicación social, ya que permite a un número indefinido de personas, a fin de que puedan acceder, compartir e intercambiar información, de manera global, instantánea y a un bajo costo. 

Además, este medio de comunicación tiene la ventaja de que la comunicación no es unidireccional, esto es, que los usuarios pueden interactuar de diferentes maneras y con varias personas a la vez. Por otro lado, las redes sociales son el medio idóneo para que las personas ejerzan de manera plena sus derechos a la libertad de expresión, opinión asociación y reunión.

Igualmente, tales medios fungen como un medio de comunicación masivo que permite a los usuarios tener un debate amplio y robusto, en el que los usuarios intercambien ideas y opiniones, positivas o negativas, de manera ágil y fluida. Por ende, las redes sociales se vuelven un vehículo de suma importancia para la democracia.



[bookmark: _ftnref24]De lo anterior es posible concluir que si bien los contenidos en las redes sociales pueden ser susceptibles de constituir una infracción en materia electoral, también lo es que la libertad de expresión a través de redes sociales goza, en principio, de una presunción de espontaneidad, es decir, que la difusión de mensajes, videos, fotografías o cualquier elemento audiovisual cuenta con una protección amplia.

3. Caso concreto 

Francisco Arturo Federico Ávila Anaya, candidato a la Presidencia Municipal de Aguascalientes presentó una queja ante el Instituto local, en contra de Gabriel Arellano Espinosa y del partido político Movimiento Ciudadano, porque a su parecer el candidato denunciado publicó un video promocional difundido en su fan page de Facebook, en el que había realizado una serie de expresiones que supuestamente actualizan la infracción de calumnia.

Es conveniente precisar que el video denunciado tiene una duración de 30 segundos, en donde se aprecian las frases siguientes:

“MORENA propone un cambio con Arturo Ávila”.
(…)
“¡Que no conoce Aguascalientes!”
(…)
“Y que además participó en la secta NXIVM”.
“Dedicada a la trata de blancas.”
(…)
“Y que marcaba a las mujeres como ganado”.
(…)
“Aguas no merece no.”
(…)
“Retomemos el rumbo”.

Finalmente, en el caso se advierte que tanto el denunciado como el partido Movimiento Ciudadano, conocieron de los hechos denunciados a partir del pasado 5 de mayo, sin que se observe que hubiesen presentado algún escrito con el propósito de deslindarse de los hechos controvertidos.
4. Valoración 

Este Tribunal Electoral considera que del análisis contextual de la expresión denunciada, se advierte que se acreditó la infracción de calumnia, al rebasar los límites del derecho a la libertad de expresión, porque se atribuyó de forma vinculante a Francisco Arturo Federico Ávila Anaya, candidato a la presidencia municipal de Aguascalientes por MORENA, responsabilidad por la comisión del delito de trata de personas. 

Ello, sin que de las constancias que existen en el expediente se demostrara alguna prueba idónea, en este caso, alguna resolución firme emitida por autoridad judicial federal o local o algún proceso penal iniciado en contra del candidato denunciante, que tuviera como efecto condenarlo o vincularlo por participar en la secta y, a su vez, responsabilizarlo por la comisión de tal delito, a fin de estar en posibilidad de emitir expresiones de tal magnitud. 

Ante ello, se advierte que el denunciado utilizó escasa información y, de igual forma, con un carácter inexacto, al tratarse de notas informativas para realizar la imputación de un delito, con el propósito de provocar un daño en los derechos a la honra y dignidad del candidato, en relación con su imagen frente al electorado. 

Lo anterior es así, porque de acuerdo a la línea jurisprudencial emitida por la SCJN, para analizar los hechos que posiblemente puedan constituir calumnia, es necesario estudiarlos a través del elemento: a) objetivo, es decir, que exista la imputación de algún hecho o delito falso y, b) subjetivo, a sabiendas que el hecho o delito que se imputa es falso. 

En primer lugar, el elemento objetivo se cumple porque del contenido del video cuestionado, se advierten las expresiones siguientes: 

MORENA propone un cambio con Arturo Ávila”.
(…)
“¡Que no conoce Aguascalientes!”
(…)
“Y que además participó en la secta NXIVM”.
(…)
“Dedicada a la trata de blancas.”
(…)
“Y que marcaba a las mujeres como ganado”.
(…)
“Aguas no merece no.”
(…)
“Retomemos el rumbo”.

Así, del contenido del mensaje es posible identificar que el hecho de que refiera que el candidato de MORENA, específicamente, que Arturo Ávila participó en la referida secta, en la que supuestamente se cometieron los actos previstos en el tipo penal, implica que se está en presencia de una imputación vinculante, ya que de acuerdo al diccionario de la Real Academia Española[footnoteRef:13] el verbo “participar” significa “tener parte en una sociedad o negocio o ser socio de ellos.” [13:  Disponible en el enlace siguiente: https://dle.rae.es/participar ] 



De ahí que se advierte la existencia de una imputación directa entre las supuestas actividades ilícitas que se realizaban en la secta, en relación con el candidato denunciante al atribuirle un grado de participación en tales actos. Ello, sin que sea necesario precisar el grado o la forma en la cual contribuyó, pues del análisis contextual del mensaje que contiene la expresión, se demuestra una intención de generar una vinculación directa entre el hecho delictivo y el candidato afectado (Arturo Ávila). 

El referido análisis contextual surge a partir del deber que tienen las autoridades jurisdiccionales, de estudiar los hechos de forma integral con el propósito de identificar las características del mismo y, a su vez, advertir la posible equivalencia funcional de los mensajes que surgen en el contexto político electoral. Lo anterior, a fin de evitar el estudio aislado de los hechos a través de una revisión formal de palabras, pues de realizarlo así, las autoridades recaerían en una aplicación automática de la norma.  

Así que, en el caso, los mensajes cuestionados demuestran que se está en presencia de la imputación de un delito relativo a la trata de personas, que se encuentra previsto en el capítulo II, artículo 10, de la Ley General en Materia de Trata de Personas[footnoteRef:14].  [14:  Artículo 10.- Toda acción u omisión dolosa de una o varias personas para captar, enganchar, transportar, transferir, retener, entregar, recibir o alojar a una o varias personas con fines de explotación se le impondrá de 5 a 15 años de prisión y de un mil a veinte mil días multa, sin perjuicio de las sanciones que correspondan para cada uno de los delitos cometidos, previstos y sancionados en esta Ley y en los códigos penales correspondientes. (…)] 


Ello, ya que dicha norma establece que una de las situaciones de vulnerabilidad y que propicia la comisión del delito en cuestión, lo es el sexo de las personas y, por tanto, exige que las autoridades realicen las gestiones necesarias para proteger a las mujeres y, en su caso, restituir sus derechos humanos. Así que el hecho de que la imputación en cuestión haga referencia a la “trata de blancas”, implica que la expresión de la conducta denunciada encuadre en el tipo penal de trata de personas.

Por otra parte, la expresión analizada también demostró un impacto en el proceso electoral en curso. Esto se debe a que el denunciante participa como candidato a la presidencia municipal de Aguascalientes por el partido político MORENA y, por otra, el denunciado contiende para el mismo cargo por el instituto político MC. Asimismo, la expresión denunciada se trata de la emisión de un mensaje de carácter electoral, que tiene como propósito disminuir adeptos en perjuicio del candidato postulado por MORENA. 

Por otra parte, este órgano jurisdiccional considera que el elemento subjetivo también se acredita, porque el denunciado justifica su expresión a partir de tres notas de carácter informativo y periodístico, que versan básicamente en lo siguiente:

· La primera nota lleva por encabezado: “Arturo Ávila advirtió años antes sobre grupo NXIVM” en la cual, básicamente, refiere que durante una entrevista el ahora denunciante aceptó formar parte de tal agrupación, sin embargo, decidió dejarla porque trataron de influir en su vida personal. 

· La segunda y tercera nota llevan por encabezado: “Una víctima de la secta sexual NXIVM: “Me dio mucho miedo escuchar que me iban a matar si iba a México” y “Caso Nxivm: las conexiones de la secta sexual con las élites de México” respectivamente, en las que, esencialmente, se abordan testimonios de ex integrantes del referido grupo y, por tanto, cuentan su experiencia durante el tiempo que estuvieron en dicha secta. Asimismo, describen las conductas delictivas que supuestamente se realizaban dentro y, formulan diversas acusaciones en contra del líder y distintos personajes políticos e influyentes de México que participaron en ella.
Al respecto, es posible advertir que el denunciado justificó tal imputación, únicamente con las referidas notas periodísticas. Como se explicó, dos de estas son coincidentes en cuanto a informar los supuestos hechos ilícitos que se realizaban en la secta y una nota que señalaba que Francisco Arturo Federico Ávila, candidato a la presidencia municipal de Aguascalientes, pertenecía a ella y que, por voluntad propia decidió dejarla. 

Por tanto, este Tribunal Electoral considera que el delito que el candidato de MC, le atribuyó al denunciante, maliciosamente se motivó en escasos elementos informativos que, por su naturaleza pudiesen resultar falsos. Así que el hecho de no actuar con mayor diligencia y cuidado para verificar la expresión cuestionada que, a su vez, tiene un carácter sensible tanto para la sociedad como para las y los electores, generó una afectación de orden público.

Lo anterior es así, porque la notas prensa, por sí solas, no constituyen elementos suficientes que justifiquen expresiones calumniosas de tal índole, en este caso, en contra del candidato Francisco Arturo Federico Ávila Anaya, al tratarse de cuestionamientos que involucran conductas relacionadas con la trata de personas. Por tanto, se está en presencia de una afirmación sobre un hecho delictuoso que no encuentra relación con el desempeño de un cargo público[footnoteRef:15].  [15:  Similar criterio sostuvo la Sala Superior al resolver el asunto SUP-REP-132/2018, en el cual consideró, entre otras cuestiones, que la amputación de un delito, no puede estar justificada en medios de comunicación, dado que se requieren de mayores elementos de prueba. ] 


De ahí que la expresión analizada de ninguna forma contribuye de forma positiva al proceso electoral o al debate público en cuanto a la prevención, sanción y lucha de tal delito que pudiera, en su caso, formar parte de una plataforma electoral. Por el contrario, la imputación de tales hechos notoriamente graves y reprochables, podría generar una percepción viciada sobre su persona.

Asimismo, como se adelantó, debe considerarse que la expresión en cuestión que se empleó como propaganda electoral, se trató de una acusación consistente en un hecho delictivo grave, dada la naturaleza propia del delito cuestión -trata de personas- y, a su vez, del bien jurídico tutelado -derecho a la integridad- por ello, se actualiza una sensibilidad especial en la opinión pública. 

Ello, porque la trata de personas se encuentra tipificado en el capítulo II, artículo 10, de la Ley General en Materia de Trata de Personas[footnoteRef:16] reglamentaria del artículo 73, fracción XXI, párrafo primero, en materia de trata de personas, de la Constitución Federal. Así que se trata de un delito de orden público e interés social, altamente reprochable y sensible desde el ámbito jurídico, hasta el ámbito moral y social.  [16:  Artículo 10.- Toda acción u omisión dolosa de una o varias personas para captar, enganchar, transportar, transferir, retener, entregar, recibir o alojar a una o varias personas con fines de explotación se le impondrá de 5 a 15 años de prisión y de un mil a veinte mil días multa, sin perjuicio de las sanciones que correspondan para cada uno de los delitos cometidos, previstos y sancionados en esta Ley y en los códigos penales correspondientes. (…)] 


Esta situación cobra especial relevancia debido al bien jurídico que tutela, que en el caso es la vida, la dignidad, la libertad, la integridad y la seguridad de las personas, pues según datos de la Comisión Nacional de Derechos Humanos[footnoteRef:17], México es un país de origen, tránsito y destino de víctimas de trata, con fines de explotación sexual y trabajo forzado, siendo la niñez, las mujeres, personas indígenas y personas de la comunidad LGBTIQ+, los grupos más vulnerables. De ahí que el contexto demuestre que en el caso se actualiza la gravedad del delito y la sensibilidad del tema.  [17:  Comisión Nacional de Derechos Humanos en México. (2019) Diagnóstico sobre la Situación de la Trata de Personas, Resumen Ejecutivo. Disponible para su consulta en la URL: https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-07/DIAGNOSTICO-TDP-2019-RE_0.pdf ] 


Al respecto, este órgano jurisdiccional estima que el debate sobre la trata de personas no debe distorsionarse o utilizarse para generar una desventaja política, pues se trata de un tema tan sensible para la opinión pública y, a su vez, es relevante en una sociedad democrática, por ello, no debe ser objeto de una finalidad electoral, pues como se precisó, ello en forma alguna contribuye al proceso electoral en curso. 

Es decir, que ante la gravedad de las acusaciones, el candidato denunciado tenía el deber de actuar con un mayor grado de diligencia en cuanto a las afirmaciones o expresiones que realizó, considerando el valor de convicción de los datos informativos con los que se sustentó, a fin considerar el posible impacto que tales expresiones pudiesen tener en el electorado.  

En consecuencia, como se adelantó, de las notas periodísticas con las que pretende justificar sus afirmaciones, se advierte que estas no se encuentran sustentadas en algún procedimiento penal instaurado en contra del denunciante o bien, en alguna resolución judicial que lo hubiese condenado o investigado por tales conductas. 

Así que el hecho de que el denunciado sustentara sus dichos en tales datos, sin que mediara de por medio alguna diligencia mayor, implica que la acusación se realizó con real malicia, es decir, con la única intención de dañar[footnoteRef:18].  [18:  Similares consideraciones sostuvo la Sala Superior al emitir la resolución SUP-REP-89/2017. ] 


Ello surgió a partir de que el candidato denunciado difundió información inexacta con el propósito de imputar al candidato de la coalición, la comisión de un delito con el ánimo de causar un daño a su imagen frente al electorado y, como consecuencia, influir en las preferencias electorales, lo que demuestra que se realizó con cierta despreocupación. 

Lo anterior fue así, porque si bien la SCJN sostiene que en el marco del debate político las expresiones dirigidas a figuras públicas se encuentran protegidas por el derecho a la libertad de expresión y, por tanto, revisten de una especial protección, no obstante, también es que tal libertad no es absoluta ni ilimitada, pues el honor y la reputación de quienes ostenten alguna candidatura son bienes jurídicos que debe protegerse cuando sean objeto de ataques injustificados, a través de mecanismos idóneos que no generen una inhibición o autocensura dentro de la contienda.

Por su parte, la Sala Superior sostuvo que cuando se realice un análisis de ponderación entre la libertad de expresión en el debate político y el derecho a la honra y buena reputación de las y los candidatos, debe resolverse en favor del bien constitucionalmente tutelado en la norma constitucional que prohíbe la propaganda política o electoral de carácter calumnioso.[footnoteRef:19] [19:  Similar criterio sostuvo la Sala Superior al resolver el asunto SUP-REP-159/2016.] 


De ahí que los derechos involucrados consistentes en la honra y dignidad de las personas son valores construidos con base en la percepción que se tiene de las y los individuos y, por tanto, el hecho de que el candidato del partido MC hubiese imputado al denunciante la comisión de un delito de tal magnitud, y de forma dolosa, implicó una afectación importante a su imagen y, en consecuencia, a tales derechos fundamentales.

Lo anterior se generó, dado que las expresiones denunciadas imputan sin fundamento idóneo alguno un delito de alto impacto social, que afectó tales prerrogativas y, en consecuencia, la percepción pública del electorado, pues como se abordó, las escasas notas periodísticas no son suficientes para calumniar un hecho de carácter sentible para las y los electores. 

Este criterio tiene sustento en las resoluciones SUP-REP-158/2016 y SUP-REP-159/2016 emitidas por la Sala Superior en las que sostuvo, entre otras cuestiones, que las notas periodísticas no son elementos idóneos o suficientes para calumniar cuestiones de carácter sensible para la sociedad, con el propósito de afectar a una opción electoral. 

Por lo expuesto, este Tribunal Electoral considera que las expresiones realizadas por el candidato a la presidencia municipal por Aguascalientes del partido MC, en el video denunciado tienen un contenido calumnioso en perjuicio de Francisco Federico Arturo Ávila Anaya. 

· Vista a la UTCE 

Del análisis del escrito de denuncia se advierte que el quejo afirma que los hechos que fueron materia en el presente procedimiento (calumnia), también fueron difundidos por radio y televisión. 

Por tanto, este Tribunal considera necesario dar vista a la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral del INE a fin de que analice y, en su caso, investigue los hechos denunciados que se difundieron por tales medios de comunicación, al tratarse de una infracción que implica la presunta difusión que calumnia a personas difundida por radio y televisión, por ello, actualiza la competencia del INE a través del referido órgano[footnoteRef:20].  [20:  Jurisprudencia 25/2010, emitida por la Sala Superior, de rubro: PROPAGANDA ELECTORAL EN RADIO Y TELEVISIÓN. COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES PARA CONOCER DE LOS PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES RESPECTIVOS. ] 


· Culpa in vigilando

Este Tribunal Electoral determina la existencia de la infracción atribuida al partido político Movimiento Ciudadano, relacionada con la omisión a su deber de cuidado en cuanto a la conducta realizada por su candidato a la presidencia municipal de Aguascalientes. 

Lo anterior es así, porque del análisis integral de los hechos denunciados, así como de las pruebas ofrecidas se concluyó que el candidato cuestionado vulneró las reglas en materia de propaganda electoral y, por tanto, resulta válido reprochar el incumplimiento al deber de garantes a Movimiento Ciudadano, imponiéndole una amonestación pública.
Esto, tomando en cuenta que el referido instituto político tiene el deber de garantizar que las actividades realizadas por sus candidatos cumplan con las reglas previstas en el marco normativo vigente.[footnoteRef:21]  [21:  Tesis: XXXIV/2004 de la Sala Superior: PARTIDOS POLÍTICOS. SON IMPUTABLES POR LA CONDUCTA DE SUS MIEMBROS Y PERSONAS RELACIONADAS CON SUS ACTIVIDADES. Disponible para su consulta: https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=XXXIV/2004&tpoBusqueda=S&sWord=XXXIV/2004 ] 


· Individualización de la sanción 

Una vez verificada la falta, procede determinar la clase de sanción que legalmente corresponda, tomando en cuenta lo siguiente:

1. La importancia de la norma transgredida, señalando los preceptos o valores que se trastocaron o se vieron amenazados y la importancia de esa norma dentro del sistema electoral.
2. Efectos que produce la transgresión, los fines, bienes y valores jurídicos tutelados por la norma (puesta en peligro o resultado).
3. El tipo de infracción y la comisión intencional o culposa de la falta, análisis que atañe verificar si el responsable fijó su voluntad para el fin o efecto producido, o bien, pudo prever su resultado.
4. Si existió singularidad o pluralidad de las faltas cometidas, y si la conducta fue reiterada.
Ello permitirá calificar la infracción como leve, mediana gravedad o grave, para poder determinar y seleccionar la clase de sanción que se deba aplicar al caso concreto.

Por su parte, el Código Electoral contempla un mínimo y un máximo respecto a la graduación de la sanción, por tanto, el artículo 244, párrafo segundo[footnoteRef:22] establece el catálogo de sanciones a imponer cuando los sujetos infractores ostenten una candidatura, las cuales van desde amonestación pública hasta la pérdida o cancelación del registro.  [22:  ARTÍCULO 244.- Constituyen infracciones de los aspirantes, precandidatos, candidatos o candidatos independientes a cargos de elección popular, al presente Código:
(…)
Las infracciones referidas en el párrafo anterior se sancionarán, según la gravedad, de la siguiente manera:
(…)] 

A su vez, el artículo 251[footnoteRef:23] dispone que para la individualizar las sanciones, una vez que se tenga plenamente acreditada la existencia de una infracción y su imputación, la autoridad deberá tomar en cuenta las circunstancias que rodearon la conducta que vulneró la norma. [23:  ARTÍCULO 251.- Para la individualización de las sanciones a que se refiere este Libro, una vez acreditada plenamente la existencia de una infracción y su imputación, la autoridad electoral deberá tomar en cuenta las circunstancias que rodean la contravención de la norma administrativa, entre otras, las siguientes: I. La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de este Código, en atención al bien jurídico tutelado, o las que se dicten con base en él; II. Las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción; III. Las condiciones socioeconómicas del infractor; IV. Las condiciones externas y los medios de ejecución; V. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y VI. En su caso, el monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado del incumplimiento de obligaciones.] 


Por tanto, tomando en consideración los elementos objetivos y subjetivos que se acreditó en la valoración de la presente sentencia, lo procedente es calificar debidamente la falta, valorando los elementos siguientes: 

i) Bien jurídico tutelado. El bien jurídico directamente tutelado en las normas constitucionales es proteger los vínculos y límites de los derechos fundamentales a la libertad de expresión en relación con el honor, la dignidad y la integridad de las personas. Así como el principio de legalidad, que impone la prohibición de difundir propaganda política que calumnie a las personas.

ii) Singularidad o pluralidad de las faltas. La comisión de dicha conducta no puede considerarse como una pluralidad de infracciones o de faltas administrativas, pues se trató de una sola conducta (propaganda con contenido calumnioso).

iii) Circunstancias de modo, tiempo y lugar:

· Modo. La irregularidad consistió en la difusión de un video a través de la fan page de Facebook del denunciado de nombre “Gabriel Arellano” con una duración de 30 segundos, el cual contiene expresiones que actualizan la infracción de calumnia.
· Tiempo. La conducta se realizó durante el periodo comprendido del diecinueve al veintinueve de abril, por tanto, el video denunciado estuvo en la red durante diez días dentro del periodo de campaña del proceso electoral local.
· Lugar. La propaganda se transmitió a través de la red social Facebook, en la fan page del denunciado de nombre “Gabriel Arellano”. 

iv) Condiciones externas y medios de ejecución. La difusión del video se realizó en el contexto del desarrollo del periodo de campaña dentro del proceso electoral local, a través de la red social Facebook.

v) Beneficio o lucro. No se acredita un beneficio económico cuantificable.
vi) Intencionalidad (comisión dolosa o culposa). Se encuentra acreditado que el candidato tuvo la intención de difundir el video que contenía expresiones calumniosas, con la finalidad de obtener un mejor posicionamiento durante el presente proceso electoral, a través de manifestaciones que constituyen imputaciones directas al quejoso.

· Calificación de la responsabilidad

A partir de las circunstancias en el presente caso, este Tribunal Electoral estima que la infracción en que incurrió el candidato denunciado es leve. 

Ello es así, porque si bien los bienes jurídicos tutelados son el honor y la imagen del denunciante, lo cierto es que la vulneración a dichos bienes surgió con motivo de una serie de manifestaciones realizadas por parte del denunciado respecto a diversas fuerzas políticas, en ejercicio de su derecho a la libertad de expresión y del debate político, sin embargo, en el transcurso indebidamente realizó señalamientos contrarios a Derecho.
Además, esta autoridad jurisdiccional toma en cuenta que el video se difundió a través de la red social Facebook -durante un lapso de diez días-, el cual es considerado un medio masivo de comunicación, pero a pesar de ello, este Tribunal ha considerado que el alcance o difusión que tales publicaciones tengan depende de la voluntad que la y el usuario tenga de interactuar con dichas publicaciones. 

Es conveniente señalar que en un principio se hace referencia también a una candidatura diversa, lo que demuestra que no se hace un enfoque único al ahora denunciante. Por tanto, en atención a que la conducta infractora desplegada por el candidato denunciado contraviene los límites a la libertad de expresión, este Tribunal estima que la calificación de la gravedad como leve es adecuada.

· Sanción

Teniendo presente los elementos objetivos y subjetivos de la infracción, especialmente, los bienes jurídicos protegidos y los efectos de la misma, así como la conducta, se considera que lo procedente es imponer al candidato Gabriel Arellano Espinosa, la sanción prevista en el artículo 244, párrafo segundo, fracción III, del Código Electoral[footnoteRef:24] consistente en una multa de 45 UMAS (Cuarenta y cinco Unidades de Medida y Actualización) equivalente a $4,032.90 (Cuatro mil treinta y dos pesos 90/100 M.N.) [24:  ARTÍCULO 244.- Constituyen infracciones de los aspirantes, precandidatos, candidatos o candidatos independientes a cargos de elección popular, al presente Código:
(…)
Las infracciones referidas en el párrafo anterior se sancionarán, según la gravedad, de la siguiente manera:
(…)
III. Las señaladas en las fracciones IV, V y X del párrafo anterior, con multa de veinte hasta cinco mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización;] 


Ello encuentra justificación dentro del análisis del contexto del caso en particular, pues como se expuso, las condiciones específicas fueron las siguientes:

         Buen jurídico tutelado: el honor, la dignidad y la integridad del denunciante;
         Modo: difusión en la red social Facebook de un video, en donde se realizaron expresiones calumniosas en perjuicio del candidato denunciante;
         Tiempo: periodo de campaña;
         Lugar: en el caso, el video se difundió en la red social de Facebook;
         Singularidad o pluralidad de conductas: consistió en una conducta infractora;
         Contexto fáctico y medios de ejecución: conducta realizada en Facebook, en el periodo de campaña, durante el proceso electoral local 2020-2021;
         Beneficio o lucro: no se acreditó un beneficio económico cuantificable;
         Intencionalidad: la conducta fue intencional, ya que no existe elemento de convicción que demuestre que se haya realizado en forma dolosa; y,
         Reincidencia: No ha sido sancionado mediante resolución que hubiese causado ejecutoria.
Además, esta autoridad jurisdiccional tomó en cuenta la capacidad económica del infractor, proporcionada por la Unidad Técnica de Fiscalización del INE.
Así que tomando en cuenta la doble finalidad de la aplicación de las sanciones, es decir, una prevención general: impedir la comisión de otros hechos irregulares y, especial: es decir, una aplicación al responsable de la infracción para persuadirlo y evitar que vuelva a transgredir la normativa, es que se busca hacer conciencia en el candidato denunciado sobre el deber de mayor diligencia que debe observar cuando realice manifestaciones que incluyan temas de especial cuidado y sensibilidad, como ocurrió en el caso.

Por ello, se justifica en el presente asunto la imposición de dicha multa, ya que resulta ser una medida razonable en relación a la gravedad del ilícito y la culpabilidad del candidato denunciado, pues de imponerse una sanción más grave, podría llegarse al extremo de sancionar de forma excesiva y desproporcionada, en atención a las particularidades de la conducta señalada.

· Reincidencia. De conformidad con el artículo 251, segundo párrafo del Código Electoral se considerará reincidente, quien ha sido declarado responsable del incumplimiento de alguna de las obligaciones a que se refiere la propia ley e incurre nuevamente en la misma conducta infractora, lo que en el presente caso no ocurre.

· Impacto en las actividades del sujeto infractor. Derivado de la naturaleza de la sanción impuesta, no impacta en modo alguno en las actividades del sujeto sancionado.

· Capacidad económica. Para imponer el monto de la multa se consideró el Informe de capacidad económica del ciudadano Gabriel Arellano Espinosa, que proporcionó la Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral, por tanto, la multa impuesta resulta proporcional y adecuada. Así que al tratarse de información confidencial, deberá notificarse mediante sobre cerrado al candidato.

· Pago de la multa. El pago de la multa impuesta al candidato Gabriel Arellano Espinosa, deberá realizarse en la Dirección Administrativa del Instituto local, dentro de los 15 días siguientes a que esta sentencia quede firme.

Para la publicidad de la sanción, publíquese esta sentencia en el Catálogo de Sujetos Sancionados en los Procedimientos Especiales Sancionadores de la página de Internet de este Tribunal Electoral.

· Reincidencia. De conformidad con el artículo 251, segundo párrafo del Código Electoral se considerará reincidente, quien ha sido declarado responsable del incumplimiento de alguna de las obligaciones a que se refiere la propia ley e incurre nuevamente en la misma conducta infractora, lo que en el presente caso no ocurre.

VI. Resolutivos

Primero. Se acredita la infracción atribuida a Gabriel Arellano Espinosa.

Segundo. Se impone a Gabriel Arellano Espinosa, la sanción consistente en una multa de 45 UMAS (Cuarenta y cinco Unidades de Medida y Actualización) equivalente a $4,032.90 (Cuatro mil treinta y dos pesos 90/100 M.N.)

Tercero. Se declara la existencia de la infracción consistente en culpa in vigilando atribuida al partido político Movimiento Ciudadano.

Cuarto. Se impone una amonestación pública al partido político Movimiento Ciudadano.

Quinto. Se ordena dar vista a la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral del INE.

Sexto. Publíquese en la página de internet de este Tribunal, en el catálogo de sujetos sancionados de los Procedimientos Especiales Sancionadores. 


Notifíquese. 

Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de las Magistradas y el Magistrado que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
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